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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 17633 LEY ORGÁNICA 9/2007, de 8 de octubre, de 

modificación de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 
de junio, del Régimen Electoral General.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente Ley Orgánica.

Preámbulo

La experiencia adquirida en los diversos procesos 
electorales celebrados desde la entrada en vigor de la 
Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Elec-
toral General, aconsejan su reforma, aun puntual. Estas 
modificaciones de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de 
junio, del Régimen Electoral General, se centran en tres 
aspectos:

1.º La publicidad de las operaciones de determina-
ción definitiva del número, límites y locales de las Seccio-
nes Electorales y de sus Mesas.

Se trata de recurrir a las nuevas tecnologías de la 
Sociedad de la Información para llevar a cabo esta difu-
sión, facilitando a los ciudadanos el conocimiento de las 
mismas.

2.º Las especialidades que presenta el voto por 
correo para determinados colectivos de temporalmente 
ausentes.

La Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 
Electoral General, contempla dos modalidades de ejerci-
cio del derecho de sufragio: presencial y por correo. Los 
requisitos previstos en esta Ley Orgánica como son la 
realización de trámites en territorio español en el caso del 
voto por correo o la inscripción en el Censo Electoral de 
Residentes Ausentes (CERA) pueden no ser los idóneos 
en relación con algunos de los grupos que integran el 
colectivo de residentes temporalmente ausentes. Por este 
motivo se encomienda al Gobierno la regulación deta-
llada de este procedimiento de voto, previo informe de la 
Junta Electoral Central.

3.º El ejercicio del derecho de sufragio por parte de 
las personas ciegas o con discapacidad visual.

Resulta necesario para ello arbitrar una forma de 
voto que permita a las personas ciegas o con discapaci-
dad visual disponer de la privacidad necesaria para ejer-
cer su derecho a voto secreto, sin necesidad de depender 
de terceros y en igualdad de condiciones con el resto de 
los ciudadanos. La regulación detallada de un procedi-
miento para el ejercicio del derecho de sufragio de las 

personas ciegas o con discapacidad visual debe reco-
gerse en una norma de rango reglamentario, previo 
informe de la Junta Electoral Central, evitando así que 
cada pequeña modificación técnica y mejora que desee 
introducirse en el mismo requiera la modificación de 
una Ley Orgánica.

Artículo 1.

El artículo 24.4 queda redactado de la siguiente 
manera:

«Artículo 24.

4. Dentro de los diez días anteriores al de la 
votación se difundirá en Internet por la Oficina del 
Censo Electoral y se expondrá al público en los res-
pectivos Ayuntamientos la relación definitiva de 
Secciones, Mesas y locales electorales.»

Artículo 2.

El artículo 74 queda redactado de la siguiente 
manera:

«Artículo 74.

El Gobierno, previo informe de la Junta Electoral 
Central, regulará las especialidades respecto de lo 
dispuesto en los dos artículos anteriores para el 
voto por correo del personal embarcado en buques 
de la armada, de la marina mercante o de la flota 
pesquera, del personal de las fuerzas armadas espa-
ñolas y de los cuerpos y fuerzas de seguridad del 
Estado que estén cumpliendo misiones en el exte-
rior, así como para el voto por correo de los ciudada-
nos que se encuentren temporalmente en el extran-
jero entre la convocatoria de un proceso electoral y 
su celebración.»

Artículo 3.

El artículo 87 queda redactado de la siguiente 
manera:

«Artículo 87.

1. Los electores que no sepan leer o que, por 
discapacidad, estén impedidos para elegir la pape-
leta o colocarla dentro del sobre y para entregarla al 
Presidente de la Mesa, pueden servirse para estas 
operaciones de una persona de su confianza.

2. No obstante, el Gobierno, previo informe de 
la Junta Electoral Central, regulará un procedimiento 
de votación para las personas ciegas o con discapa-
cidad visual que les permita ejercer su derecho de 
sufragio, garantizando el secreto del voto.»
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Artículo 4.

El apartado 2 de la disposición adicional primera 
queda redactado de la siguiente manera:

«2. En aplicación de las competencias que la 
Constitución reserva al Estado se aplican también 
a las elecciones a Asambleas Legislativas de 
Comunidades Autónomas convocadas por éstas, 
los siguientes artículos del Título I de esta Ley Orgá-
nica: 1 al 42; 44; 44 bis; 45; 46.1, 2, 4, 5, 6 y 8; 47.4; 49; 
51.2 y 3; 52; 53; 54; 58; 59; 60; 61; 62; 63; 65; 66; 68; 
69; 70.1 y 3; 72; 73; 74; 75; 85; 86.1; 87.2; 90; 91; 92; 
93; 94; 95.3; 96; 103.2; 108.2 y 8; 109 a 119; 125 a 130; 
131.2; 132; 135 a 152.»

Disposición final.

Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta Ley Orgánica.

Madrid, 8 de octubre de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 17634 LEY ORGÁNICA 10/2007, de 8 de octubre, regu-
ladora de la base de datos policial sobre iden-
tificadores obtenidos a partir del ADN.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente ley orgánica.

PREÁMBULO

I

El ácido desoxirribonucleico (ADN), componente quí-
mico del núcleo celular, se ha convertido en un instru-
mento esencial de las técnicas que la moderna medicina 
forense utiliza para la investigación de delitos por parte de 
las autoridades judiciales y policiales.

Desde que en 1988, en el Reino Unido y por primera 
vez, la información obtenida del ADN fuese utilizada para 
identificar y condenar al culpable de un delito, tanto en 
España como en el resto de los países de nuestro entorno 
se ha tomado conciencia de la trascendencia de los mar-
cadores genéticos en las investigaciones criminales, algo 
que venía siendo más frecuente en otros ámbitos, como 
la identificación de cadáveres o la determinación de rela-
ciones de parentesco.

Sin embargo, y a pesar de esa importancia, el uso de 
los datos relacionados con el ADN, en el ámbito de la per-
secución de delitos, cuenta hoy con numerosas dificulta-
des, especialmente en lo relativo a su obtención y registro 
de cara a su empleo en el curso de ulteriores investigacio-
nes. Ello viene dado tanto por el carácter sensible que 
dichos datos tienen y el importante grado de protección 
con que, naturalmente, deben contar, como por la inexis-

tencia de un marco jurídico que regule adecuadamente su 
empleo.

En el año 2003, y mediante lo dispuesto en la Disposi-
ción Final Primera de la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de 
noviembre, de modificación del Código Penal, se reformó 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal a fin de proporcionar 
cobertura jurídica, de la que carecían hasta entonces, a 
determinadas prácticas de investigación.

La nueva redacción dada a los artículos 326 y 363 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal consistió, esencialmente, 
en regular la posibilidad de obtener el ADN a partir de 
muestras biológicas provenientes de pruebas halladas en 
el lugar del delito o extraídas de sospechosos, de manera 
que dichos perfiles de ADN puedan ser incorporados a 
una base de datos para su empleo en esa concreta inves-
tigación.

Sin embargo, la reforma no contempló otros aspectos 
importantes, como la posibilidad de crear una base de 
datos en la que, de manera centralizada e integral, se 
almacenase el conjunto de los perfiles de ADN obtenidos, 
a fin de que pudiesen ser utilizados, posteriormente, en 
investigaciones distintas o futuras, incluso sin el consen-
timiento expreso del titular de los datos.

Estas carencias, unidas a otros factores de naturaleza 
diversa, ponen de manifiesto la insuficiencia de la regula-
ción vigente para satisfacer tanto las posibilidades técni-
cas y las demandas ciudadanas, como los compromisos 
internacionales progresivamente adquiridos por nuestro 
país en materia de intercambio de perfiles de ADN para 
las investigaciones de determinados delitos.

Por un lado, resulta indudable que los avances técni-
cos permiten hoy que la obtención de datos exclusiva-
mente identificativos a partir de una muestra de ADN se 
pueda realizar de manera rápida, económica y escasa-
mente limitadora de los derechos ciudadanos. Por otro, la 
sociedad viene exigiendo que las autoridades, judiciales y 
policiales, encargadas de la persecución de los delitos, 
cuenten con los instrumentos de investigación más efi-
cientes posibles, especialmente en la lucha contra aque-
llos crímenes que generan mayor alarma social. Final-
mente, no puede olvidarse que la creciente globalización 
de los delitos y la paralela asunción por parte de España 
de una serie de obligaciones recíprocas con otros países 
para compartir la información disponible en los respecti-
vos ficheros y bases de datos exigen la adopción de las 
medidas materiales y jurídicas adecuadas.

Respecto de este último aspecto, cabe señalar que la 
adopción de esas medidas jurídicas, así como la crea-
ción de bases de datos que permitan intercambiar la 
información entre los Estados miembros, ha sido reitera-
damente expuesta desde las Instituciones comunitarias 
a través de sendas Resoluciones del Consejo relativas al 
intercambio de resultados de análisis de ADN, de 9 de 
junio de 1997 y de 25 de julio de 2001, respectivamente. 
En el mismo sentido se ha venido pronunciando el Con-
sejo de Europa a partir de la Recomendación (92) 1, de 10 
de febrero de 1992, de su Comité de Ministros, sobre la 
utilización de los resultados de análisis de ADN en el 
marco del sistema de justicia penal.

Finalmente, debe recalcarse que en la redacción de la 
presente Ley, como no podría ser de otra manera, se han 
tenido en cuenta los criterios que, sobre la protección de 
los derechos fundamentales en la obtención de pruebas a 
partir de los perfiles de ADN, ha venido conformando el 
Tribunal Constitucional en diversas Sentencias como
la 207/1996, de 16 de diciembre.

II

El articulado de la presente Ley comienza determi-
nando lo que constituye su objetivo fundamental, que no 
es otro que la creación de una base de datos en la que, de 
manera única, se integren los ficheros de las Fuerzas y 


